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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Borsari, Diego Cánepa, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Alvaro Lorenzo, Edgardo Ortuño, Javier Salsamendi y Daisy Tourné. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Germán Cardoso y Daniel García Pintos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


SEÑORA TOURNÉ.- Quiero pedir, si fuera posible, el rápido tratamiento por parte de esta Comisión 
del proyecto de ley que viene del Poder Ejecutivo,Carpeta N” 130, Repartido N* 239, por el que se 
propone la desafectación del patrimonio del Estado de una fracción, Padrón N” 184, de la localidad de 
Cerro Chato, departamento de Treinta y Tres, y su afectación a la Administración Nacional de 
Educación Pública. El objetivo es la construcción de un local liceal en Cerro Chato, en el marco del 
Programa MEMFOD de la ANEP. Es un liceo que está siendo reclamado por la población desde hace 
mucho tiempo. Creo que puede haber unanimidad para hacer un rápido tratamiento del proyecto -si 


fuera posible, en el día de hoy-, a efectos de habilitar que se pueda comenzar lo antes posible con la 
construcción de este liceo; no debemos olvidar que la iniciativa tiene que pasar al Senado. 


SEÑOR LORENZO.- No hay problema en aprobar este proyecto, pero habría que especificar de dónde 
se desafecta; la redacción no lo establece. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que estaba en el patrimonio de la Administración de 
Ferrocarriles del Estado, lo que figura en los antecedentes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Mocionamos para que la señora Diputada Tourné sea la miembro informante. 
Se va a votar. 

(Se vota) 


Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 


SEÑOR ORTUÑO.- En el día de ayer, el plenario remitió a esta Comisión un proyecto de ley que 
establece el 28 de mayo de cada año como el "Día del Trabajador de la Industria Frigorífica" y lo 
declara feriado no laborable para dichos trabajadores. 


Si hay acuerdo, queremos que dicho proyecto se considere y se vote en la sesión de hoy, en la medida en que 
los plazos para que efectivamente este año se pueda concretar este reconocimiento a los trabajadores de la 
industria frigorífica son breves. Por ese motivo, se requiere un trámite ágil en el Parlamento y, en ese sentido, 
en el día de ayer se adelantó que habría voluntad para lograr los acuerdos correspondientes. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La iniciativa ya fue distribuida, pero se solicita que se trate en la próxima 
sesión. 


SEÑOR ORTUÑO.- Proponemos no resolverlo en este momento, sino aplazarlo, a efectos de realizar 
las consultas correspondientes. Entendemos que es un proyecto que viene con el respaldo de todos los 
lemas, y se nos solicitaba un diligenciamiento ágil. No obstante, a efectos de no trancarnos ahora, 
propongo que sigamos adelante con el orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del 
día: "Área Militar 18 de Mayo de 1811. (Designación a los predios que actualmente ocupan diversas 
dependencias militares entre las calles Avenida General Garibaldi, Doctor Juan José de Amézaga, 
Bulevar General Artigas y Colorado)". 


En principio, había acuerdo sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Estamos de acuerdo con este proyecto y con el referido a la industria 
frigorífica. 


Este tema podría estar a consideración tanto en la Comisión de Defensa Nacional como en la de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración, pero en realidad tiene que ver más con la temática de 
Defensa Nacional que con la de Constitución. Además, visto la diferencia de producción legislativa entre una 
y otra Comisión, se me ocurre que para los próximos casos habría que hablar con la Presidencia y con la 
Secretaría de la Cámara, para que temas de esta naturaleza fueran analizados en la Comisión de Defensa 


Nacional. Voy a plantear el asunto en esa Comisión, pero no por este proyecto en particular, al que 
simplemente citaremos a modo de ejemplo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo único del proyecto. 


(Se lee) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Se propone al señor Diputado Salsamendi como miembro informante. 
Se va a votar. 

(Se vota) 


——— Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


SEÑOR LACALLE POU.- En el día de ayer me comuniqué con los colegas de esta Comisión para 
hacer un planteo 


Conjuntamente con las elecciones del 31 de octubre, se votó una reforma constitucional que hace referencia a 
los servicios y concesiones del agua. Dicha reforma constitucional fue aprobada por una amplia mayoría de 
la población. No pretendo incluir en mi exposición lo que se decía por parte de los impulsores de esta 
reforma, ya sea la Federación de OSE o las distintas fracciones políticas, del resultado que en los hechos se 
obtendría de aprobarse dicha reforma. No está en nuestra intención juzgar discursos ni posiciones; lo que hoy 
venimos a hacer en esta Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la 
Cámara de Diputados es interpretar el sentido literal y estricto de la reforma constitucional aprobada que, por 
ende, hoy integra nuestra Carta Magna, nuestra ley principal. Desde nuestro punto de vista, esta reforma 
constitucional no da lugar a más de una interpretación que la que todos sabemos se ha hecho y no se ha 
puesto en práctica. 


Nosotros tomamos una iniciativa que no debería ser en principio nuestra. La propia Constitución , en el 
artículo 181 dice: "Son atribuciones de los Ministros, en sus respectivas carteras y de acuerdo con las leyes y 
las disposiciones del Poder Ejecutivo: 1% Hacer cumplir la Constitución, las leyes, decretos y resoluciones 
[...]". Hoy el Poder Ejecutivo está en falta en lo que refiere a lo establecido la Constitución, que es nada más 
y nada menos que la caída de las concesiones a privados del servicio de agua potable y afines. Es sabido que 
nuestro sector dentro del Partido Nacional se opuso a dicha reforma. Pero no por oponernos o porque esta 
reforma no nos sirva tenemos que inducir a que la Constitución no se cumpla. 


No quiero extenderme más porque a ello me comprometí con la señora Diputada Tourné y con el señor 
Diputado Orrico. Sí deseamos que esta Comisión, por carecer en otros ámbitos de facultades y deberes 
inherentes a ciertos órganos del Estado, tome contacto con la iniciativa para analizar urgentemente este tema. 
Cuando el señor Presidente y los colegas lo estimen prudente -yo pediría que fuera lo antes posible- 
solicitaría que se cite al Ministro que el Gobierno elija para que comparezca en esta Comisión a los efectos 
de esclarecer el tema y de ayudar a que la Constitución sea cumplida. 


Adelanto una opinión personalísima: la única forma de que no caigan los servicios de agua potable es 
cambiar la Constitución. Quien habla está de acuerdo con hacerlo. 


Lo planteo en esta Comisión porque no se trata de los servicios de agua potable, sino de un tema formal, que 
es el cumplimiento de la Constitución. Por eso me parece que queda en la órbita de nuestra Comisión y no en 
la de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. 


Este es un planteo escueto, conciso y espero que contundente. Entonces, solicito a la Comisión que aborde 
este asunto y que se cite al Ministro de Estado correspondiente para que, entre todos, de una vez por todas, 
hagamos cumplir este mandato popular de reforma constitucional. 


SEÑORA TOURNÉ.- La bancada del Encuentro Progresista le agradece al señor Diputado Lacalle 
Pou el planteamiento que ha formulado en la Comisión. 


En este momento no vamos a abrir el debate sobre el punto; comprenderá el señor Diputado que hay algunos 
aspectos extremadamente polémicos en su interpretación del hecho y, solo a los efectos de dejar constancia 
en la versión taquigráfica, decimos que esta bancada no coincide en que haya un desapego, una 
desobediencia o un no cumplimiento de la Constitución de la República. Pero, sin duda, ese será uno de los 
puntos que discutiremos. 


Entonces, vamos a considerar este asunto como bancada, y a la brevedad traeremos nuestra posición, como 

> 

pide el señor Diputado Lacalle Pou ?ese es nuestro compromiso en el día de hoy?, junto con las valoraciones 
que desde ya adelanto que haremos en el momento de traer nuestra respuesta. 


SEÑOR LACALLE POU.- Agradezco las expresiones de la señora Diputada Tourné. Y quiero que esto 
que voy a decir no se tome como una presión en los tiempos, pero nosotros tenemos cierta urgencia en 
el tratamiento de este asunto. Creemos que este es el ámbito para ello; si la Comisión no lo entiende así 
O pasa un plazo que podamos llegar a considerar excesivo, quizás lo planteemos en el plenario de la 
Cámara. De todos modos, reitero que considero que este es el ámbito; simplemente, trato de trasmitir 
nuestra urgencia, capaz que no son los mismos tiempos de la Comisión y yo lo entenderé. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo tendremos en cuenta. 


La Comisión pasa a considerar el tercer punto del orden del día: "Recurso de apelación establecido en el 
artículo 303 de la Constitución de la República. (Reglamentación)". 


Corresponde considerar este proyecto artículo por artículo. 


El artículo 1* dice: "El recurso referido en el artículo 303 de la Constitución de la República, se interpondrá 
directamente ante la Cámara de Representantes". 


SEÑOR LORENZO.- Con independencia de que en caso de ser aprobado este proyecto sea un 
mecanismo apropiado ?de hecho es el que hoy existe? o se interprete así, hay que dejar constancia de 
que el texto constitucional establece que el recurso será apelable "para ante la Cámara de 
Representantes". En general, cuando se establece en toda la regulación de recursos administrativos 
"para ante", significa que el recurso debe ser presentado ante el órgano que dictó la disposición, con 
independencia de que dicho órgano lo tenga que elevar a quien en definitiva debe resolver. Es un tema 
de terminología que normalmente se usa. "Ante la Cámara de Representantes" o "para ante la 
Cámara de Representantes", haría pensar que el recurso debería ser presentado ante el Gobierno 
Departamental. 


Eso tiene una consecuencia práctica inapropiada, porque el órgano que dicta la resolución o la norma que se 
está recurriendo tendría en su poder la disponibilidad de los plazos. Si esto se estableciera de una forma 
distinta, obligaría a regular de otra manera el vencimiento de los plazos establecidos en el artículo 303. 


Quería dejar esta constancia, en el entendido de que la Comisión no puede dejar pasar algo que, desde el 
punto de vista jurídico, es muy estricto en su terminología y que tiene determinado sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera contestar esto, que me parece que es una muy inteligente 
apreciación, diciendo que no solamente se trata de cómo funciona esto ?porque una Intendencia por el 
solo mecanismo de poner algo en un cajón, deja sin efecto un recurso?, sino que esta Comisión, con 
distintas integraciones -desde hace mucho tiempo? ha entendido que este no es un recurso 
administrativo común: esa es la gran diferencia. No es común, porque se plantea ante un órgano 
estrictamente político como la Cámara de Representantes y porque se refiere a resoluciones de 


Intendentes y de Juntas Departamentales, que no son susceptibles de recurrir ante el TCA. Esta es una 
constancia que me parece importante dejar. 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar el artículo 1*. 
(Se vota) 


——— Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero decir que ya en el período pasado este proyecto de ley nos había 
generado muchísimas dudas y lo único que ha hecho el tiempo es afirmarlas. 


En cuanto al artículo 303 de la Constitución de la República, no voy a citar textualmente a Héctor Martín 
Sturla -porque no lo podría hacer—, pero él más o menos esbozaba que por algo el constituyente le dio esta 
facultad jurisdiccional al Poder Legislativo y no al Poder Judicial, donde debería estar. Este artículo tiene un 
fuerte contenido político y, sobre todas las cosas, es una de las pocas vías que tiene la ciudadanía en general - 
ya no hablo de los recursos presentados por Ediles, sino de los interpuestos por más de mil ciudadanos— 
para acceder al Parlamento, a fin de que tome posición sobre reclamos referidos a resoluciones de los 
Intendentes Municipales y de las Juntas Departamentales. 


Por ende, en favor de los administrados, creo que si nos ponemos a regular el artículo 303, lo único que 
hacemos es dificultar que la gente común se presente ante la Cámara de Representantes. Entonces, no 
creemos conveniente que se regule, que, por ejemplo, se establezca: "Narración precisa de los hechos en 
capítulos numerados y señalamiento expreso de las disposiciones constitucionales o legales presuntamente 
violadas por el acto recurrido. Las invocaciones genéricas a la Constitución y a las leyes se tendrán por no 
interpuestas". 


Entonces, me parece que al artículo 303 se lo debería seguir interpretando tal como está redactado y como lo 
ha hecho esta Comisión, la Comisión Especial y la Cámara, y no poner obstáculos al ciudadano común que 
poco conoce de leyes y sí muchas veces tiene reclamos para hacer y esta es su caja de resonancia y su órgano 
político jurisdiccional que el constituyente ha elegido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera dejar la constancia de que acá no se pretende limitar nada sino que, 
como enseñaba Radbruch cuando hablaba de las antinomias del derecho, un sistema democrático que 
pretende ser justo, está en permanente conflicto de normas. Es claro que si un Juez de primera 
instancia falla en un sentido, uno de segunda instancia lo hace en otro, y otro de tercera instancia en 
otro, y se da la razón a una o a otra sentencia, alguna de esas tres sentencias está equivocada. Sin 
embargo, hay un momento en que el derecho tiene que decir "hasta acá llegamos; terminamos esta 
discusión acá". Aquí hay una antinomia. El derecho tiene que dar oportunidades a todos, pero tiene 
que haber plazos, porque una Justicia excesivamente lenta, en realidad, deja de ser Justicia. Y así 
podríamos seguir hasta el infinito. 


En este caso, ¿cuál es la contradicción que tenemos que resolver? Que frente al derecho del administrado a 
presentar un recurso, está el derecho del administrador a saber qué es lo que se está recurriendo. Las normas 
del debido proceso están incluidas en esta concepción. Lo que es muy claro es que cuando yo persona, yo 
conjunto de Ediles, yo mil personas, acuso a un poder administrador de violar la ley o la Constitución, tengo 
que establecer cuál es la ley o cuál es la norma constitucional violada. De otro modo, hay una indefensión de 
parte del administrador, ya que no sabe de qué se tiene que defender. Este es el criterio, y en consecuencia es 
la razón por la cual este proyecto fue presentado. 


SEÑOR LORENZO.- Quiero dejar una constancia, aunque no de similar contenido a la planteada por 
el señor Presidente. 


Entiendo que el planteo del señor Diputado Lacalle Pou es muy apropiado y muy correcto. Si yo entendiera 
que de alguna manera se limita el derecho de los administrados a utilizar el mecanismo constitucional, no 
estaría de acuerdo con esta reglamentación 


Entiendo que, en primer lugar -como dije al discutirse el punto anterior-, ante quién se presenta el recurso es 
algo que ya está en la práctica actual, en la forma de interpretar de hecho la reglamentación constitucional. 
Creo que es un proyecto de ley que establece algunos requisitos que de alguna manera le agregan formalidad, 
pero no restringen en ese sentido el derecho de los administrados. De hecho, si bien el numeral 3) -al que el 
señor Diputado Lacalle Pou hacía referencia y me parece importante su precisión- puede aparecer limitando, 
da la certeza de que ninguna banda de locos saldrá a recurrir cualquier cosa, con un mecanismo que inclusive, 
desde el punto de vista constitucional, está regulado por una realidad demográfica de otro siglo, de acuerdo 
con la cantidad de personas. Estamos viendo ejemplos, como los recursos que nos vienen del departamento 
de Maldonado, en los que con unas pocas firmas -son pocas con relación a su población- se tranca un tema 
que es central para el desarrollo del departamento, dejándolo en un estado de incertidumbre respecto a algo 
que podría cambiar su situación. 


Me parece que esta es una regulación apropiada que de alguna manera da certeza y ayuda a la procesabilidad 
del recurso. Si no fuera en ese sentido, yo no aprobaría ninguno de estos artículos. Hago esta constancia 
porque comparto el fondo de la preocupación del señor Diputado Lacalle Pou que lo lleva a votar en sentido 
contrario al mío. 


SEÑOR CÁNEPA.- Creo que fue muy claro el Presidente de la Comisión con respecto a este tema, pero 
comparto mucho de lo expresado por el señor Diputado Lorenzo; por lo tanto, voy a agregar algunos 
aspectos diferenciales. En realidad, también creo que la preocupación planteada por el señor Diputado 
Lacalle Pou es la de todos los que estamos aquí. Creo que nadie tiene el espíritu de limitar o cercenar a 
los ciudadanos ningún derecho establecido en la Constitución. 


Yo estoy votando lo que plantea el señor Diputado Lorenzo. Estoy convencido de que esta es la mejor vía, 
porque ayuda a la procesabilidad del recurso y da más garantías para que esto no termine siendo -voy a decir 
una palabra que quizás no sea la mejor, pero es la que me sale en este momento- "bastardeado" en cuanto a 
aquello de que un instrumento que da la Constitución, luego de ser utilizado no de la mejor manera, termina 
perdiendo la efectiva razón por la cual fue creado. 


En la primera o segunda sesión de esta Comisión, cuando discutimos uno de los recursos presentados, tuve la 
sensación de que esta Cámara debía analizar la legalidad o la ilegalidad del acto o su constitucionalidad o 
inconstitucionalidad. El señor Diputado Lacalle Pou ya había citado al extinto Diputado Sturla en cuanto a 
que él decía que si el constituyente lo había puesto aquí, en un ámbito político, era porque íbamos a discutir 
sobre temas políticos. Recuerdo que dijimos que era algo obvio y que si estaba en este ámbito eran temas 
políticos, pero también nos teníamos que referir a lo que establece específicamente el artículo 303. En 
realidad, la discusión acerca de cuanta formalidad ponemos al reglamentar determinados institutos del 
derecho, es un debate que se da desde hace muchísimo tiempo y no vamos aquí a recordar viejas clases de la 
facultad. Yo decía a algunos compañeros que a veces nos chocan -aunque quizás uno, porque es abogado esté 
más acostumbrado a ello- los excesivos formalismos que se requieren, pero a veces los formalismos que 
muchos critican son sustanciales para garantizar el debido proceso. De manera que cuanto más exactos 
seamos al dar garantías, tanto al administrado como al administrador -en cuanto a lo que decía el señor 
Presidente, que tiene el derecho a saber exactamente qué es lo que se está recurriendo o apelando en este 
caso-, estaremos garantizando, inclusive, la mejor forma de resolución del conflicto que hay entre un 
municipio y el Poder Legislativo, que a su vez debe resolver un conflicto entre ciudadanos, o representantes 
de ciudadanos, y el poder administrador del departamento. 


La intención del señor Diputado Lacalle Pou es muy clara, pero -sin ánimo de polémica-, si llevamos su 
razonamiento al absurdo -no digo que usted lo esté diciendo-, es como si yo sostuviese que el artículo 117 del 
Código General del Proceso, que establece la formalidad de la presentación de la demanda, está restringiendo 
el derecho de los ciudadanos de apelar a la Justicia. Cualquier ciudadano, cuando tiene que presentar una 
demanda, debe cumplir con determinados formalismos bastante más estrictos que lo que están aquí; es decir 
que hay todo un mecanismo establecido para poder presentar una demanda determinada. El señor Diputado 
Lacalle Pou sabe -porque tiene experiencia como abogado- que muchas veces, por un pequeño defecto 
formal, una demanda es rechazada "in límine" por el Juez. No digo que el señor Diputado esté diciendo esto - 
no quiero entrar en polémica-, pero si su razonamiento se aplicase absolutamente, sin ningún grado de 
contextualización, no podría llegar a sostener que cualquier formalidad siempre está restringiendo el derecho 
de la persona a apelar. Yo creo que en este caso realmente no es así; todos estamos contestes en que lo 


importante es mantener esto lo más ordenado posible para que, a su vez, los administrados y el administrador 
puedan resolver su conflicto. 


SEÑOR LACALLE POU.- Pienso que las formas están bien y que los formalismos a veces son 
exagerados. No le quepa la menor duda al señor Diputado Cánepa de que en Uruguay existe 
denegación de Justicia. Habría que cambiar muchas cosas; para empezar, las condiciones económicas 
que se le imponen a algunos demandantes para iniciar un juicio. La parte demandante tiene que 
abonar determinada cantidad de unidades reajustables para que se haga el peritaje, y recién cuando se 
vaya a fallar se ve si se le devuelve ese dinero o no. Por eso digo que mucha gente, por razones 
económicas, sufre la denegación de Justicia. Y en los formalismos excesivos, que no son de carácter 
económico pero sí de carácter procesal, en nuestro país también existe denegación de justicia. Me estoy 
refiriendo al Código General de Proceso y a las prácticas procesales de los Jueces, pero en este caso me 
refiero a la ley madre, que es la Constitución. Creo que no debemos establecer cortapisas en este 
recurso tan amplio como necesario que tiene la población para llegar acá, con lo que tenga y con lo que 
sepa. Estará en nosotros conducirlo, interpretarlo y centrarlo. Lo que realmente cambia este proyecto 
son los formalismos, porque si uno lee lo que recién nos aclaraba el señor Diputado Lorenzo, es obvio o 
se extrae de la propia Constitución, que el recurso se debe presentar ante la Cámara de 
Representantes. Quiere decir que es redundante establecerlo en este proyecto. 


Con relación a los antecedentes, siempre se ha hecho así; además, cuando la Cámara de Representantes toma 
resolución, siempre se establecen los fundamentos de derecho. Por tanto, lo único que estamos haciendo con 
esta iniciativa es levantar un poquito el muro a quienes tienen menos educación, menos noción de cómo se 
llega acá, menos posibilidades de acceder a un profesional que establezca leyes, decretos, mecanismos, 
resoluciones, etcétera. Reitero: estoy en desacuerdo con que existan muchos formalismos y con los métodos 
procesales de nuestro país por denegatoria de Justicia y, en el mismo sentido, estoy en contra de este proyecto 
de ley porque levanta un muro para que mucha gente no llegue aquí. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Afortunadamente, por lo que veo acá, no hay ningún timbre interpuesto, no 
consagramos ninguno, no le pedimos a ningún demandante que pague nada ni se plantea ninguna 
cuestión con relación al peritaje ni se exige una firma letrada. Todos esos argumentos no corresponden 
en absoluto a este planteo. 


Por otra parte, las formas que en esta iniciativa se establecen son mínimas. Inclusive, en términos de 
establecer algún tipo de procedimiento podría decirse que el articulado es absolutamente escueto, más allá de 
que podríamos llegar a estudiar algún otro artículo. De todas maneras, aunque el articulado es escueto, 
claramente no limita la posibilidad de que la gente se presente. En realidad sucede al contrario: si uno deja 
libertad absoluta de forma es como se señaló recién, es decir, después nosotros lo interpretamos y lo 
arreglamos. Entonces, dependerá circunstancialmente de las eventuales mayorías que existan para definir 
cuestiones fundamentales como, por ejemplo, determinar cuáles son las normas constitucionales que se 
violan según lo entiende quien recurre. Ese no es un problema de quien decide y no lo puede resolver porque, 
en ese caso, lo único que haríamos es enterarnos de que hubo una resolución determinada y seríamos 
nosotros o la Cámara de Representantes la que se pondría a hurgar en cuáles son las eventuales normas 
constitucionales violadas. Ese no es el rol de un Juez sino de un tribunal constitucional, figura que no existe 
en nuestro derecho. Entonces, frente a cada norma aprobada por la Junta Departamental o por la Intendencia, 
nosotros examinaríamos cuál es la legalidad o la constitucionalidad que tiene. Este sería un correlato 
absolutamente obvio y lógico de un planteo de ese tipo, pues lo analizaríamos en cada caso. 


Más allá de que pensamos que los planteos realizados por el señor Diputado Lacalle Pou pueden ser 
atendibles en algunos aspectos, en este caso se excede en su argumentación. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero dejar algunas constancias. Sinceramente, a veces por la habilidad del señor 
Diputado Lacalle Pou aparece en la versión taquigráfica actas que uno dijo algo que en realidad no 
dijo. Seguramente es problema de quien habla que no se expresa bien; no voy a decir que el señor 
Diputado Lacalle Pou no me entiende, porque seguramente el problema es mío. Comparto que puede 
haber denegación de Justicia en este país, como él lo expresó, pero el acceso a la Justicia de quien 
quiera demandar no depende solamente de su situación económica ni de que existen excesivos 
formalismos a nivel procesal. Hay pruebas más profundas en la Justicia uruguaya sobre las que en 


algún momento este Gobierno y nosotros como Parlamento -a pesar de que es un Poder independiente- 
quizás tengamos que comenzar a pensar. Comparto esta preocupación y estoy de acuerdo con el señor 
Diputado Lacalle Pou, de quien espero podamos contar con su apoyo para analizar algunos de los 
problemas profundos que tiene la Justicia uruguaya. 


Enfáticamente y con mucha firmeza quiero decir que, a mi juicio, con esta iniciativa no estamos levantando 
una barrera para nadie, y menos para personas de escasos recursos. Más allá de que la Justicia uruguaya tenga 
muchos problemas, para llevar adelante los peritajes cuenta con defensores de oficio que no se pagan. Sé que 
hay mucha gente que igual no accede a esto y que tiene muchos problemas; vamos a tratar de resolver todas 
estas cuestiones. 


Quisiera que el señor Diputado Lacalle Pou no generalice una situación cuando estamos discutiendo otra 
cosa. Él dijo que el artículo 1? es sobreabundante o de perogrullo porque cuando uno lee el artículo 303 
resulta claro que el recurso debe ser presentado ante la Cámara de Representantes. Esta no es la discusión que 
se ha dado en la Cámara; esto es lo que siempre sostuvo esta Comisión, pero fuera de este Parlamento, 
connotados juristas de este país sostienen otra cosa. Me parece bueno aquello de que casi es un derecho 
"consuetudinario" -entre comillas-, que fue generado por la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración. Inclusive, en los debates de la Legislatura anterior en los que el señor Diputado 
Lacalle Pou participó aparece este aspecto. Hoy lo dejamos plasmado en una ley clara y específica. Aunque 
parezca sobreabundante y la técnica legislativa no sea la mejor, va en el buen sentido. Por tanto, pienso que 
estamos dando una señal clara de resolver cierto debate que se puede dar en un futuro. 


El señor Diputado Lacalle Pou ha dicho que siempre se procedió de esta manera. Yo no estuve en la 
Legislatura anterior, pero sé que se ha actuado así. Entonces, creo que dejar establecido este asunto en una 
ley mejora el procedimiento y no estaríamos a lo que suceda con una mayoría circunstancial o con el 
conocimiento circunstancial de una tradición que, como se sabe, en nuestro país no es una fuente de derecho. 
Por lo tanto, lo que hayan hecho otros antes, no necesariamente condiciona lo que tengamos que hacer 
nosotros u otros Diputados en el futuro. 


Quería dejar estas constancias porque, reitero, frente a la habilidad del señor Diputado Lacalle Pou, en la 
versión taquigráfica uno puede aparecer diciendo cosas que no dijo. 


SEÑOR LACALLE POU.- No fue quien habla el que citó normas legales ajenas a este proyecto de ley; 
fue el propio señor Diputado Cánepa quien ejemplificó con el artículo 117 del CGP. Por eso hice 
referencia a la denegatoria de justicia, a los formalismos y a los requisitos de carácter económico y 
formal, valga la redundancia. 


Pregunto a los señores Diputados, a la coalición de Gobierno o a los que estén de acuerdo con este proyecto, 
¿qué pasa si en Pirarajá, departamento de Lavalleja, por un decreto de la Junta Departamental que afecta a 
dicha localidad, mil ciudadanos juntan firmas -más o menos tienen claro por un funcionario municipal cuál es 
el decreto de la Junta Departamental que quieren recurrir-, vienen a la Cámara de Representantes, presentan 
el recurso, con una narración de los hechos -como lo puede hacer cualquier persona de campaña- quizá no 
muy ilustrada desde el punto de vista jurídico, citan más o menos la norma que se recurre, pero no hacen 
precisiones en capítulos numerados ni señalamientos expresos de las disposiciones constitucionales o legales 
presuntamente violadas en el acto recurrido e introducen invocaciones genéricas a la Constitución y a las 
leyes? 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué significa para usted "invocaciones genéricas"? Esa es la madre de 
todas las batallas. 


SEÑOR LACALLE POU.- Por ejemplo, que se establezca que viola derechos individuales establecidos 
en la Constitución, sin hacer referencia a un artículo puntual. 


Entonces, les decimos: "Gente de Pirarajá, ciudadanos de Pirarajá: tenemos que aplicar la ley que reglamenta 
el artículo 303 de la Constitución; entonces, su recurso se tendrá por no interpuesto. Tómense el ómnibus de 
vuelta, junten de nuevo mil firmas de ciudadanos de Pirarajá y traigan un nuevo texto con capítulos 
numeraditos y disposiciones concretas, y no me hagan referencias así nomás, al pasar". No lo tomo como 


algo jocoso, sino como un hecho que se puede dar en cientos de localidades del interior del país, en 
Canelones o en San José, o en Montevideo. Quizás no estemos levantando el Muro de Berlín o la Muralla 
China, pero sí estamos levantando un murito, haciendo una diferencia entre los vecinos de Pirarajá que 
conocían a un abogado y leyeron el texto legal, y los vecinos de Pirarajá, que igual podían recurrir, pero no 
conocían a un abogado ni el texto legal. 


Estamos obstruyendo un artículo de la Constitución que es muy abarcativo y debería quedar así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, como constancia quiero decir que es una falta de garantías 
para el administrador que alguien le diga: "Usted está violando la Constitución; usted está violando la 
ley" y no aclare qué. Si mañana surgiera un decreto que estableciera que determinado acto es 
violatorio de la Constitución, el administrador va a tener que tomar la Constitución, leer los más de 
trescientos artículos que la componen y tratar de desentrañar qué está violando. Es un principio 
elemental que quien le dice al otro que violó la Constitución o la ley, le diga qué artículo o qué ley violó; 
de lo contrario, no hay garantía alguna para el administrador. Este es un equilibrio de garantías entre 
administrado y administrador. 


Si bien se le tiene que facilitar al administrado que se presente -por eso se dice que vengan directamente a la 
Cámara, sin dar pasos intermedios; eso es a favor del administrado-, también el administrador tiene derecho a 
saber de qué se le está acusando; de lo contrario, sí sería una cuestión genérica decir: "Usted violó la 
Constitución" pero, ¿qué parte de la Constitución? ¿En qué momento? ¿Qué decreto? No se puede decir: "Yo 
no sé bien qué decreto, pero usted violó la Constitución". Lo que se pide a quien va a ejercer este derecho es 
que diga, simplemente, qué decreto viola tal cosa. Esa es una garantía fundamental. 


SEÑOR LACALLE POU.- Como verá, es un tema que me interesa. 


Comprendo lo que dice el señor Presidente, pero no estoy de acuerdo, porque en la relación administrado- 
administrador, la parte mucho más débil es el administrado. Entonces, nosotros, siempre que tratamos de 
equilibrar, lo hacemos a favor del administrado. En tren de que se cometan errores, prefiero que se acuse a la 
Administración de violar la Constitución -esta podrá defenderse contundentemente- a restar una milésima de 
garantías al administrado por poner este tipo de obstáculo para la presentación del recurso. Nosotros tenemos 
que velar por el más débil, y el más débil es el administrado; la Administración tiene sus mecanismos, sus 
abogados, su personal jerárquico, etcétera, que la podrán defender en buena forma. Me sigo inclinando en ese 
sentido, o sea, en proteger al más débil de la relación, que en este caso es el administrado. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En el numeral 3) del artículo 2% hay algunos elementos que, eventualmente, 
podrían ser suprimidos de la redacción. 


La expresión "en capítulos numerados", en el marco de recursos administrativos y teniendo en cuenta el 
principio de informalidad a favor del administrado, es un elemento que puede considerarse sobreabundante, 
sobre todo por lo que se establece en el artículo 3%, en cuanto a que si los requisitos no se cumplen, el recurso 
se tendrá por no interpuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Diputado, pero si entendí bien, está proponiendo que el 
numeral 3) comience diciendo: "Narración precisa de los hechos y señalamiento expreso de las 
disposiciones constitucionales". Se sacaría la expresión "en capítulos numerados”. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Exacto. 


El segundo planteo que quiero hacer refiere a la frase final que tanto escozor provocó. En realidad, esa frase 
es absolutamente sobreabundante con relación a lo que se ha establecido antes. O sea, si se establece que hay 
que hacer un señalamiento expreso de las disposiciones constitucionales o legales presuntamente violadas por 
el acto recurrido, la frase final en realidad es sobreabundante. De todos modos, esto no haría mayor cuestión. 
Quiero aclarar que, en realidad, esta última frase necesariamente está contenida en el planteo anterior, cuando 
se señala -insisto: con la penalidad establecida en el artículo 3”- que hay que realizar un señalamiento expreso 


de las disposiciones constitucionales o legales presuntamente violadas por el acto recurrido. Reitero que, de 
todos modos, eso no hace a la cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Diputado Salsamendi, pero esa no ha sido la discusión que 
hemos tenido aquí. En esta Comisión ha venido gente -concretamente, el señor Diputado García 
Pintos- a decir que eso vale. 


SEÑOR LORENZO.- El señor Diputado Lacalle Pou me anticipó lo que iba a comentar. En primer 
lugar, no estamos ante una situación de recursos administrativos porque, de hecho, las resoluciones que 
están excluidas son las procesables ante esta Cámara. 


Sin perjuicio de ello, todo lo que tiene que ver con los principios, los antecedentes y la regulación de este tipo 
de recursos viene al caso, tanto para el comentario que hice referido al artículo 1” -respecto de ante quién se 
presenta el recurso- como para este punto en particular. 


En esta situación no estamos ante dos partes que tienen un tercero, por lo que debemos dar garantías a las dos 
partes que están en situación de igualdad sino que, como decía el señor Diputado Lacalle Pou, estamos ante 
una situación de asimetría en la que el que debe tener garantías es el administrado, porque recurre a una 
resolución de alguien que ejerce un poder que está acotado por las normas, o debería estarlo. 


En consecuencia, yo que estoy argumentando a favor de lo que se está votando, quiero dejar constancia de 
que, dada esa asimetría, es importante tener presente este argumento, en el sentido de que todo lo que 
estemos votando es para dar garantías al administrado o a quien recurre. 


El segundo punto que quiero considerar es que el requerimiento que se establece en el proyecto en cuanto a 
señalar expresamente las normas que se violan no me parece un requisito que establezca una limitación 
porque, en definitiva, quien recurre tiene que conocer la norma que está recurriendo, y a la vez con qué otras 
normas colide. Para recurrir tiene que conocer lo que está recurriendo; quizás incluya apoyos o 
asesoramientos de los que cierta gente no dispone, pero tampoco dispone de ellos para recurrir. Hay gente a 
la que se le pasan los quince días de plazo para recurrir, después de promulgada la norma, porque nadie 
desayuna con el Diario Oficial. Si nos ponemos en un extremo que comparto porque debemos ser garantistas 
en su fundamento filosófico y conceptual, estamos entrando en un campo en el cual los que no acceden a este 
tipo de recursos son muchos más que los que querríamos que accedieran, ya no por no ser abogados o no 
conocer las normas que se están violando con el acto que recurren, sino porque ni siquiera conocen el acto en 
tiempo y forma como para poder realizar el recurso. En la medida en que el punto de partida es que hay una 
resolución recurrida y que ello ya requiere un conocimiento, también es bueno que cuando se expone el 
recurso se establezca claramente cuál es la norma legal o constitucional que se está violando, que es la razón 
por la cual se admite el recurso en la Constitución. Es decir, porque es contrario a las leyes o a la 
Constitución, no por otra cosa. Si aprobamos esto no estamos acotando recursos sino reglamentando lo que la 
propia Constitución establece. 


Quiero dejar esas dos constancias porque si bien comparto muchas de las cuestiones de fondo que planteó el 
señor Diputado Lacalle Pou, creo que instrumentarlas no va en contra de lo que él plantea. 


(Diálogos.- Hilaridad) 


SEÑOR LACALLE POU.- Si mañana llegan mil firmas con credenciales de Pirarajá, sin citar ni una 
norma constitucional y más o menos hacen referencia a algo que les afecta, y me preguntan a qué me 
inclino, si a hurgar y a ver qué están recurriendo o rechazarlo, digo que me inclino por hurgar para 
ver qué resolución están recurriendo. Con eso queda clarísimo que cualquier cosa que se ponga, 
además de lo que determina la Constitución, establece obstáculos para el administrado. 


SEÑOR LORENZO.- Los recursos que se interpusieron contra las resoluciones de la Intendencia 
Municipal de Maldonado son de neto corte político: fueron para trancar un proyecto que desde el 
punto de vista municipal tuvo todo el trámite preciso de una reglamentación muy apropiada, que daba 
todas las garantías, y vecinos con intereses, que habría que ver hasta qué punto no tendrían que haber 
recurrido en otro ámbito, tema que no está en discusión... 


(Interrupciones.- Respuesta del orador) 


——- Pongo este ejemplo para manifestar que entiendo conveniente la reglamentación del recurso porque está 
establecido en la Constitución para defender la legalidad o la constitucionalidad de las resoluciones y no para 
que tenga un uso político. Entonces, si bien el señor Diputado Lacalle Pou quiere garantías para el 
administrado -con lo que estoy de acuerdo- y el señor Diputado Salsamendi se refirió a quitar algo del texto 
para alivianar y no poner esa barrera, creo que este proyecto no viene del todo mal para evitar la utilización 
política que, por otra parte, no es tan difícil, en la medida en que estableciendo qué normas se violan -y la 
Constitución tiene un espectro bastante amplio como para fundamentarlo en caso de que sea así-, permite que 
mil ciudadanos u once ediles lo recurran. La posición sobre este tema no está determinada por un mapa 
político, porque la utilización política de este recurso se ha hecho con independencia de esta regulación. El 
que esta Cámara haga dormir los recursos o los maneje políticamente con independencia de que haya una 
exposición expresa de cuáles son las normas, también pasa. Esta es una instancia política, pero de alguna 
manera estamos definiendo para qué se utiliza esta herramienta y no inhibe que se use también con fines 
políticos, aunque tendrá que ser fundamentada de manera jurídica, como lo establece la Constitución. 


SEÑOR ALONSO.- Lamentablemente, no estaba presente en Sala cuando se votó el artículo 1” y 
quiero dejar una pequeña constancia. Quiero dejar establecido en la versión taquigráfica que la 
votación del señor Diputado Lorenzo me representó. 


Nosotros interpusimos ante la Comisión un criterio distinto que el que finalmente recoge este proyecto en el 
artículo 1%. Por lo menos, pusimos en tela de juicio la conveniencia de que se eligiese esta definición taxativa 
respecto a cual es el órgano que recibe el recurso. Quizás si este fuera el único artículo que compusiera este 
proyecto de ley, habría votado en contra, pero asumiendo que se trata de una norma que lo que pretende es 
mejorar, perfeccionar y detallar el procedimiento de estos recursos tal cual lo establece la Constitución de la 
República, entiendo que el proyecto en sí mismo es positivo y, por lo tanto, lo acompaño en su conjunto y, 
reitero, hago mía la posición del señor Diputado Lorenzo. 


En lo que hace al artículo 2”, me había inclinado por una reglamentación aun más exigente que esta. Creo que 
estamos frente a condiciones que son elementales y básicas. Voy a procurar ayudar, mejorando un poco la 
redacción. Se me ocurre que en el tercer numeral, que pretende que haya un relacionado de los hechos y una 
identificación de las disposiciones que se están violando, el término utilizado de "narración" es demasiado 
poético. Yo me inclinaría por algo que fuera un poco más ajustado a lo que se pretende, porque no sé si las 
narraciones son precisas. A mí ese término me inspira algo más expositivo. 


Entonces, quisiera proponer la sustitución del término "narración" por "descripción". Y si lo que se quiere es 
tener un relacionado, deberíamos establecer como requisito una descripción precisa de la evolución de los 
hechos; de esa manera, sabríamos bien qué es lo que estamos pidiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera aclarar que el término "narración" ya era utilizado en el viejo CPC 
y es el que figura en el CGP, por eso se emplea aquí. Además, está absolutamente admitido en la jerga 
judicial y tiene un significado bastante más preciso que el término "descripción". 


SEÑOR ALONSO.- Me sigue sonando poético. 


SEÑOR ORTUÑO.- Creo que debemos dar la discusión, pero también tenemos que ir arribando a 
conclusiones cuando un asunto ha sido suficientemente debatido, en la medida en que se han expuesto 
con claridad las opiniones de los distintos Representantes. 


Entonces, en la misma dirección que el señor Diputado Salsamendi, propongo que se pase a la votación del 
artículo 2* con la modificación planteada, en el sentido de eliminar la referencia de los capítulos numerados. 
También sugiero que se elimine la oración final del artículo, relativa a las invocaciones genéricas a la 
Constitución de la República y a las leyes. 


Asimismo, quiero dejar constancia de que para mí es de recibo el espíritu de lo planteado por el señor 
Diputado Lacalle Pou, como una preocupación que refleja la sensibilidad de un legislador y de un dirigente 
político. 


Creo que a la hora de considerar estas materias legales debemos tener un reflejo garantista, protegiendo al 
ciudadano y amparándolo en sus derechos. En ese sentido, al indicarle de una manera concreta algunos 
criterios ?que son absolutamente necesarios a la hora de considerar los planteos? no estamos haciendo una 
restricción, sino que lo estamos ayudando a ejercer esos derechos que sin duda debemos contemplar y 
salvaguardar. Por eso planteo pasar a la votación y, si fuera posible, considerar las modificaciones planteadas, 
que creo que son concretas y puntuales y que apuntan a evitar el extremo interpretativo al que llega el señor 
Diputado Lacalle Pou, en el sentido de que esto puede restringir o complicar la presentación de los recursos. 
Esta interpretación del señor Diputado Lacalle Pou la puede hacer cualquier ciudadano. 


Entonces, creo que la reformulación del texto deja más claro que ese no es el espíritu de la norma y es un 
indicativo más nítido para los ciudadanos que eventualmente quieran interponer el recurso previsto en el 
artículo 303 de la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio estoy de acuerdo con eliminar la expresión "en capítulos 
numerados", aunque también es una expresión del Código General del Proceso. Pero no estoy de 
acuerdo con eliminar la parte final del artículo y voy a decir por qué. En primer lugar, este no es un 
tribunal de Jueces, por lo tanto, debemos ser muy explícitos porque estamos ante otro mecanismo de 
dilucidación. La experiencia indica que acá ha habido Diputados ?que tienen el mismo derecho que 
nosotros? que tienen interpretaciones distintas a la del resto de la Comisión, entre otras cosas, por 
razones políticas. Entonces, hay que tratar de que el recurso esté basado realmente en que algo es 
inconstitucional o ilegal: ese debe ser el fundamento de todo esto. 


(Diálogos) 


——— En segundo término, creo que a esta altura, luego de que este proyecto fuera aprobado en la anterior 
Legislatura por ambas Comisiones y por la Cámara de Representantes con esta frase final, sería hasta 
peligroso eliminarlo en el día de hoy, porque alguno podría interpretar: "por algo lo sacaron, cuando antes lo 
habían aprobado". 


SEÑOR ORTUÑO.- No es nuestra voluntad alterar los amplios consensos generados en torno al 
proyecto en la Legislatura anterior y mucho menos entre nosotros, teniendo en cuenta la elaboración 
colectiva que hemos hecho de este asunto. Sí digo que es libertad de la actual Legislatura y por 
supuesto de la Comisión hacer nuevas consideraciones; eso no debería malinterpretarse. 


Ahora bien; el numeral 3) dice con claridad que hay que hacer una "narración precisa de los hechos" y un 
"señalamiento expreso de las disposiciones constitucionales o legales presuntamente violadas". Si la frase 
final de la norma va en el mismo sentido, podría resultar redundante. 


Si se dieran los casos a los que se hizo referencia ?que yo no comparto? de un uso político y de invocaciones 
generales a las normas constitucionales ?creo que acá compartimos que no están bien?, ¿no quedan 
absolutamente limitadas y fuera de lugar por la redacción anterior, en la medida en que se exige el 
señalamiento expreso de las disposiciones constitucionales o legales? 


En suma, creo que no abona ni agrega mucho y sí le puede dar un tinte de interpretación restrictiva al 
proyecto la frase final de que las invocaciones genéricas a la Constitución y a las leyes se tendrán por no 
interpuestas, y le dan la posibilidad de interpretar que se asigna una discrecionalidad que, en principio, como 
sensibilidad, no me gusta, pero dejo claro que no hago cuestión al tema y si hay disposición mayoritaria 
estaría dispuesto a acompañarlo. De todas maneras, me parece que entre todos podríamos ayudar a ir 
mejorando los textos definitivos, de modo que efectivamente quien después lea las leyes sancionadas -que es 
quien más nos debería interesar- pueda interpretar perfectamente qué fue lo que quiso establecer el legislador 
a la hora de legislar. 


SEÑOR LACALLE POU.- Al proyecto original se le están sacando las únicas cosas que hacen que este 
proyecto exista, porque todo lo demás figura en la Constitución. 


Quiero hacer una pregunta a los colegas que van a votar a favor este proyecto de ley, porque no he recibido la 
respuesta adecuada o no la he comprendido. Si se aprueba este proyecto y mañana vienen estos ya queridos 


vecinos de Pirarajá con un papel medio mal escrito, con las mil firmas -con ese requisito sí cumplido-, con 
las credenciales cívicas, etcétera, con el decreto de la Junta Departamental que lesiona su interés personal y 
legítimo... 


(Interrupciones) 


e invocan una violación de la Constitución, pero no ponen el artículo, ¿qué va a hacer este Parlamento 
si en esa hoja efectivamente se trasluce que hay una violación de la Constitución, pero esa gente no la supo 
expresar jurídica y contundentemente? Lo que yo interpreto es que se daría por no interpuesto. No quiero que 
eso suceda porque no es lo que dice la Constitución, no es lo que quiso el constituyente y nadie me puede 
asegurar que esto sea en favor del administrado, por el contrario, va en su contra. 


SEÑOR CÁNEPA.- Nosotros tenemos sumo interés en que este proyecto sea aprobado en el día de hoy, 
aunque viendo la hora que es y la discusión que hemos tenido... 


Realmente, creo que la posición del señor Diputado Lacalle Pou ha quedado excesivamente clara, pero no la 
compartimos. Con toda sinceridad, discutir algunos temas de normas generales planteando situaciones 
hipotéticas particulares no me parece que sea un buen mecanismo para legislar. Porque se podrían poner otros 
ejemplos; lo que planteó el señor Diputado Lorenzo también fue atendible, considerando la otra parte de esto. 


En general, la experiencia indica que la utilización de estos recursos en los últimos años ha sido más por 
política, porque si mil ciudadanos se reúnen, en general es porque hay alguna organización detrás. Aunque 
puede haber excepciones, esto no le nace espontáneamente a mil ciudadanos que están leyendo el Diario 
Oficial y se encuentran con una norma, un decreto o una resolución de una Junta o de un Intendente que los 
afecta en sus intereses. 


(Diálogos) 


——- La posición del señor Diputado Lacalle Pou ha quedado muy clara; los argumentos ya han sido 
expuestos en la Comisión -no vamos a volver a repetirlos- y podemos no convencernos, por algo estamos en 
posiciones distintas. Lo que solicito al señor Presidente es que se suprima del numeral 3) del artículo 2* la 
expresión "capítulos numerados", para que quede: " 3) Narración precisa de los hechos y señalamiento 
expreso de las disposiciones constitucionales [...]", que continúe como estaba y que pasemos a votar los 
artículos que siguen, más allá de que quiero ver si hay algún otro tipo de discusión particular sobre ellos. 


SEÑOR LACALLE POU.- Mi pregunta no ha sido contestada por parte de la coalición de Gobierno ni 
de los que van a votar este proyecto de ley. 


Lo que yo interpreto es que en esa situación de los vecinos de Pirarajá se tendría por no interpuesto el 
recurso. Me gustaría saber cual es el espíritu en este sentido, porque se está tomando la versión taquigráfica y 
saber cuál fue la voluntad del legislador en el momento de aprobar la norma es importante para quienes lo 
vayan a interpretar. Puntualmente, quisiera saber si en el caso al que hacía referencia se daría por no 
interpuesto o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se daría por no interpuesto, dado que cuando yo acuso a alguien, "Tú 
cometiste un delito", tengo que decirle de qué delito se trata: de un hurto, de una rapiña, de una estafa, 
etcétera. No puedo decirle a una persona que cometió un delito y punto, y lo más campante me 
presento al Juzgado a decir: "Fulano de tal cometió un delito" y no digo nada más, no explico nada 
más. No, así no es. Esto me parece de sentido común. 


La respuesta concreta es que si acá viene un recurso que no especifica cuál es la norma constitucional o legal 
violada, se tiene por no interpuesto. Llevamos 17.000 leyes en este país; la Constitución tiene más de 300 
artículos y eso es lo que se pretende: dar garantías al administrado y al administrador, al recurrente y al 
recurrido. Naturalmente, se entiende que hay un principio en favor del administrado, pero no puede llegar al 
colmo de decir que siente que algo es contrario a la Constitución pero que no sabe expresar qué es. No es así. 


SEÑOR LACALLE POU.- Voy a usar su ejemplo penal. Mañana recurre alguien ante la Comisaría o 
el Poder Judicial y le dicen: "¿Qué le pasó?". A lo que contesta lo siguiente: "Mire, yo venía 
caminando por 18 de Julio y pasó un gurí y me arrancó la cartera; y venía con una navaja". ¡Perfecto! 
Yo no digo en la denuncia: "Intento de rapiña con agravante"; no. Yo relato lo que pasó. No es cierto el 
planteo del señor Presidente; yo no acuso de que se cometió tal delito según tal artículo del Código 
Penal; no, digo el hecho que me sucedió. Después estará en el Juez, aplicando el derecho, que diga: "Sí, 
efectivamente, la conducta que tuvieron para con usted está tipificada como delito y es tal". Entonces, 
yo, como administrado, vengo y digo: "Mire, a mí las torres de Maldonado me perjudican porque me 
hacen sombra y en realidad después el agua no corre por aquí, no corre por allá". Yo no sé qué es 
jurídicamente eso. Por algo soy el administrado y por algo recurro al Poder Legislativo. Entonces, no 
tomo como válido el razonamiento del señor Presidente. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Es verdad lo planteado en el ejemplo, en materia penal, pero estamos 
absolutamente en otro caso, porque existe un Ministerio Público y Fiscal que es el que puede resolver si 
acusa o no y, en definitiva, se trata de otra situación. Obviamente, la narración de los hechos 
determinará la presunta existencia de una norma legal, penal, sustantiva, de fondo, etcétera, violada. 
Es otro ejemplo que, en realidad, fue utilizado con la mera intención de clarificar la situación 
planteada. 


Lo que está claro acá es que se debe intentar armonizar dos intereses. Un interés es el de los administrados en 
recurrir, a partir de un artículo, un derecho consagrado en la Constitución de la República. Y el otro es 
determinar, en primer lugar, un acotamiento claro a quien debe decidir porque, de lo contrario, ingresaríamos 
en un reino de arbitrariedad absoluta. Quien debe decidir resuelve sobre las bases que en su momento 
entienda, sin tener un principio de autolimitación a su propia voluntad, sino elemental a favor de los 
administrados. En este sentido, el planteo del señor Diputado Lacalle Pou me parece absolutamente erróneo, 
porque confunde cosas. 


En segundo término -también es claro-, hay un principio tutelar, que es muy sencillo y determina que la 
interposición de este tipo de recursos pueda ser utilizado por cualquier tipo de interés, no solo el partidario, 
para detener u obstaculizar el normal funcionamiento de la Administración. Por lo tanto, necesariamente se 
deben armonizar esos intereses que en su momento pueden aparecer contrapuestos pero que, de algún modo, 
deben estar precisados. 


Insisto: esto es muy escueto y claramente no obstaculiza; intenta atender a todas estas distintas situaciones. 
Me parece que los argumentos han sido dados más que de sobra. Se ha insistido permanentemente en los 
mismos argumentos, sin aportar ninguna novedad. En realidad, estamos ingresando en una vía en donde se 
detiene la discusión y no se puede avanzar en la votación concreta de los artículos. 


Por lo tanto, solicito que se pase a votar, tal como había planteado el señor Diputado Cánepa. 


SEÑOR LACALLE POU.- Están en todo su derecho de aplicar esta moción mordaza; quizás piensan 
que ya he hablado lo suficiente, y lo entiendo. Pero siento el deber de defender al administrado, a quien 
en este proyecto de ley se le está cercenando su derecho y su acceso a la Cámara de Representantes. 
Nadie me ha podido contestar lo que afirmo en cuanto a que con esta iniciativa se cercenan derechos a 
los administrados. No se le da garantías al administrado; en realidad, no se le marca nada, porque... 


(Interrupción del señor Representante Salsamendi) 


——- Yo hice una pregunta y no se me ha contestado. En este proyecto de ley al administrado no se le da 
ninguna garantía ni márgenes para moverse. El numeral 3) del artículo 2* establece: "[...] se tendrán por no 
interpuestas". Es decir, al legislador no se le dice que en la órbita de sus funciones tiene que actuar de 
determinada manera, sino que se le está diciendo: "Señor administrado: usted no cumplió con los requisitos, 
las narraciones, los capítulos, el decreto de la Junta Departamental, el número de resolución; usted no trajo el 
artículo de la Constitución violado. Usted no puede venir de esa forma desde Pirarajá a presentarnos esto así 
y por eso su recurso se da por no interpuesto". Entonces, yo me siento en la necesidad de que este proyecto 
de ley no se vote, porque va a volcar más la balanza en contra del administrado y a favor de la 
administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el proyecto de ley con la modificación propuesta en el 
artículo 2” de suprimir la expresión "en capítulos numerados". 


(Se vota) 
——— Siete en ocho: AFIRMATIVA. 


En consideración el artículo 3*. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En relación al artículo 3 hay una cuestión de interpretación. Cuando se 
señala que la Cámara de Representantes examinará en primer lugar si se han cumplido los requisitos 
de admisibilidad del recurso, hay que hacer necesariamente un señalamiento en cuanto al artículo 2”. 
Desde el punto de vista de la interpretación parece claro, tal como viene la redacción, que cuando se 
determina en el numeral 2) del artículo 2”: "Señalamiento claro del decreto de la Junta Departamental 
o resolución del Intendente Municipal recurrido [...]', lo que se está planteando de manera clara es la 
identificación de cuál es la norma que presuntamente se viola, con independencia e que en el caso de 
esa presentación no se haya identificado el número del decreto, etcétera. En la medida en que ello sea 
claramente identificable nos parece que los requisitos están salvados. 


Con relación a la frase final del artículo 3%, que establece: "Las invocaciones genéricas a la Constitución y a 
las leyes se tendrán por no interpuestas", claramente no refiere a la admisibilidad del recurso, sino a que 
simplemente cuando estas existan, lo que se tiene por no interpuesto es esa invocación y no necesariamente 
determina la admisibilidad o no admisibilidad del recurso en todo. Esto es: habría que ver si lo presentado en 
el escrito -no voy a hablar de recurso para no mezclar las aguas- contiene un señalamiento claro de cuáles son 
las normas que se entienden violadas, independientemente de que quizás no se realice con absoluta precisión. 
Por ejemplo, si se señala -voy a poner un ejemplo de los no posibles, para no aludir a ningún caso concreto- 
que lo que se viola es algunos de los derechos esenciales contenidos en el artículo 7”, obviamente alcanza con 
esa invocación, independientemente de que no se señale en concreto que se está hablando del artículo 7”. Es 
decir, en la medida en que surja claramente del texto del escrito presentado que esa invocación refiere a un 
artículo específico de la Constitución, un error en la mención del número o la no mención del número del 
artículo en concreto, no determinaría la inadmisibilidad del recurso ni estaría en el plano de la frase final de 
"invocaciones genéricas a la Constitución y a las leyes". 


Quería hacer esta aclaración expresa en términos de interpretación. 


SEÑOR LORENZO.- El artículo 3” contiene tres oraciones. La primera refiere a requisitos de 
admisibilidad. Eso tiene que ver con el hecho de que el recurso esté fuera de plazo, de que quienes lo 
interpongan no sean Ediles o de que no se llegue a la cantidad de firmas necesarias. La segunda 
oración tiene que ver con ese tema; si no se cumplen los requisitos de admisibilidad, entonces, ni 
siquiera se entra a considerar el fondo. La última oración, que establece: '"Asimismo, el recurso se 
tendrá por no interpuesto si faltan algunos de los requisitos establecidos en el artículo 2*", refiere a 
otro tema, que son las condiciones formales en las cuales el recurso debe ser presentado y los requisitos 
de contenido que establece el artículo 2”. 


Atendiendo al planteo del señor Diputado Lacalle Pou y considerando las garantías que debemos dar a los 
vecinos de Pirarajá, quiero plantear la idea de que se establezca algún mecanismo que permita que, ante la 
duda respecto al cumplimiento de algunos de los requisitos, se dé un plazo a los recurrentes para subsanarlo. 


Por otra parte, tiene una dificultad práctica, que es la de obtener mil firmas. Si se alcanzan mil firmas, 
deberíamos establecer que se nombre a un apoderado en el artículo anterior. Esa puede ser una forma de 
moderar o de asegurarnos que no haya violación. Lo digo porque, de alguna manera, podemos tener alguna 
duda sobre si se cumplieron todos los requisitos, ya que se puede hacer una referencia, por ejemplo, al 
artículo de la Constitución que defiende el derecho de propiedad, pero sin establecer el número del artículo; 
de alguna manera, allí podríamos estar en una situación de duda, como decía el señor Diputado Salsamendi. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En la misma línea, podríamos establecer la posibilidad -que también está 
prevista en el marco del derecho administrativo- de dar un plazo de diez días hábiles para salvar 


aquellas omisiones que eventualmente se hubieran planteado. Por ejemplo, podríamos establecer al 
final del artículo: "en cuyo caso, se brindarán diez días hábiles a los recurrentes para completar los 
requisitos antes aludidos, en caso de que se constatare su ausencia". No habría inconveniente en 
plantearlo. En todo caso, es una posibilidad que tendríamos que analizar con más profundidad, en 
primer lugar, por cuestiones de redacción y, en segundo término, por la sistemática general del planteo. 


Obviamente, en la medida en que los recurrentes nombren a un apoderado o a procurador común, 
autorizándolo a representarlos, este podría -si así se planteara- salvar las eventuales omisiones que pudieran 
llegar a producirse. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me ayudará el señor Presidente, quien es bastante mejor abogado que 
quien habla, pero creo que si se establece: "se tendrá por no interpuesto", no hay plazo que valga, 
porque se tiene por no interpuesto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Eso es un disparate. 


SEÑOR LACALLE POU.- Antes de que el señor Diputado Salsamendi diga por segunda vez que mis 
opiniones son un disparate, me gustaría que lo fundamentara. 


Este proyecto inocuo que se está a punto de votar y al que se le continúa sacando cosas, lo que va a terminar 
diciendo es que no debería existir. 


En la última oración del artículo 3” se establece: "Asimismo, el recurso se tendrá por no interpuesto si faltan 
algunos de los requisitos establecidos en el artículo 2*". Pregunto al señor Presidente: si no se menciona el 
número del Decreto que se recurre y si no figura el número del artículo de la Constitución que es violado, ¿se 
tiene por no interpuesto el recurso? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, salvo que surja con tal claridad de la narración de los hechos cuál es el 
decreto que se recurre, es decir, que se pueda identificar; de lo contrario, no sabemos de qué se está 
hablando. 


SEÑOR LACALLE POU.- El señor Diputado Salsamendi dijo que no importaba si no se establecía el 
número del artículo o del decreto; entonces, creo que hay dos interpretaciones. Y eso tampoco es lo que 
surge del artículo redactado, cuando se refiere a las invocaciones genéricas a la Constitución. Reitero 
que no soy jurista. Yo quiero saber qué es una invocación genérica a la Constitución y qué no lo es. 
Para mí, la invocación genérica refiere a los contenidos, y cuando es explícita, específica, menciona el 
artículo de la Constitución violado. Si no es así, sería una referencia genérica a la Constitución. 


SEÑOR CÁNEPA.- Tampoco soy jurista; apenas abogado. 


Si mal no recuerdo, discutiendo anteriormente, el señor Presidente preguntó al señor Diputado Lacalle Pou 
qué entendía por invocación genérica, y le contestó. 


Un extremo es lo que planteó el señor Diputado Lacalle Pou en cuanto a que sería mejor establecer 
específicamente el artículo; otro es decir que se viola determinado derecho garantizado en la Constitución, 
sin mencionar específicamente el artículo, y otro es decir que se viola la Constitución sin saber por qué y sin 
que esté identificado en la narración de los hechos o en los argumentos que se esgrimen en el recurso. 


El señor Diputado Lacalle Pou plantea temas, siempre llevándolos al extremo de la patología, aunque 
sostiene que no legisla para patologías. 


Una invocación genérica es decir: "Esto viola la Constitución", punto, y ni siquiera de la narración de los 
hechos se puede identificar cuál es el derecho garantizado en la Constitución que esos ciudadanos o Ediles 
consideran que ha sido violado. Eso es invocación genérica. En mi opinión, si esos once Ediles o mil 
ciudadanos sostienen que ha sido violada la Constitución porque determinado derecho o mecanismo 
garantizado en la Constitución no ha sido cumplido, y no se cita específicamente cuál es el artículo que 


refiere a ese derecho o mecanismo, pero de la narración de los hechos queda claro como para que después 
resulte fácilmente identificable el número de artículo específico, creo que estarían amparados. 


Considero que aquí, señor Presidente, la intención es, precisamente, acotar lo otro y no la voluntad o 
expresión del administrado de poder apelar y decir que ha sido violado determinado derecho. 


Vamos a ser claros -bien lo dijo el señor Diputado Lorenzo en una de sus primeras intervenciones-: para 
poder apelar hay que tener un nivel de conocimiento mínimo, elemental y básico, acerca del decreto que se 
va a apelar -no el número, sino lo que establece- y el porqué; de lo contrario, no apelo. Si ni siquiera 
comprendo por qué me afecta la situación, no estaría apelando, ninguna persona lo haría. Es un requisito 
elemental tener un mínimo de conocimiento. 


Terminando, señor Presidente, quiero decir que en mi opinión, las invocaciones genéricas son lo que dije 
anteriormente: cuando se dice a la Constitución y a las leyes; no se sabe qué ni por qué. Ahora, si se establece 
que se violó determinado mecanismo o derecho garantizado en la Constitución, sin precisar el número del 
artículo o del decreto, pero este se desprende claramente de la redacción -como lo señaló el señor Diputado 
Salsamendi-, entonces, en ese caso va a haber admisibilidad. 


Por otra parte, quiero decir que legislamos con normas genéricas; luego, cuando se aplique esta ley, se verá 
cómo resolverán los Diputados en su oportunidad, la Cámara de Representantes, o en su caso, esta Comisión, 
si se tienen dudas. Pero no podemos hacer una ley que establezca cómo vamos a legislar particularmente para 
cada duda que tengamos en el momento. Si mañana en otra Comisión -porque las normas son hacia el futuro, 
con cierta necesidad de permanencia- hay una mayoría en cuanto a las interpretaciones, y un legislador 
entiende que la invocación genérica es otra que la que plantea este señor Diputado, aplicará de otra manera la 
norma. Hoy el espíritu que estoy interpretando, por lo menos de los compañeros que han hecho uso de la 
palabra, es el que acabo de plantear. 


SEÑOR LACALLE POU.- Sigo hablando del numeral 3” del artículo 2%: "Narración precisa de los 
hechos en capítulos numerados [...]'"" -como bien me acotan los señores Diputados Cánepa y Ortuño lo 
de capítulos numerados se eliminó- "y señalamiento expreso de las disposiciones constitucionales o 
legales presuntamente violadas por el acto recurrido [...]'. ¿Qué es un señalamiento expreso de las 
disposiciones constitucionales o legales? Supongamos que alguien interpreta -que no creo- que 
simplemente se menciona un derecho reconocido en la Constitución. O sea que eso bastaría para que se 
acepte el recurso. Esta ley no dice eso porque habla de señalamiento expreso de disposición y no de 
derecho. Una disposición constitucional es lo que está escrito con número y con inciso, si es que lo tiene. 
Eso no es un derecho. Si lo fuera diría "señalamiento expreso de un derecho". Por lo tanto, es una 
disposición legal. 


Si interpretáramos que es un derecho, está coartando también la libertad del administrado. ¿Saben por qué? 
Porque la Constitución, en su artículo 303, dice: "contrarias a la Constitución y a las leyes" y lo único que 
dice es: "que no sean susceptibles de ser impugnadas ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo". En 
ningún momento dice que hay que hacer referencia a un derecho de la Constitución. Si los mil ciudadanos 
piensan que es contrario a la Constitución ni siquiera para recurrir ante esta Cámara tendrían que traer escrito 
un derecho reconocido en la Carta. Bastaría con decir que es contrario a la Constitución o a las leyes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que el artículo 2% tenga un cuarto numeral que diga: "Los 
recurrentes podrán designar apoderado a los efectos de la instrucción y especialmente referida al 
inciso 2” del artículo siguiente". El artículo 3” quedaría redactado de la siguiente manera. Cuando dice 
que el recurso se rechazará de plano sin considerar el fondo del asunto, pondríamos punto y aparte. Y 
continuaría: "Asimismo, el recurso se tendrá por no interpuesto si faltan algunos requisitos 
establecidos en el artículo 2”. En caso de dudas sobre si se han cumplido o no los requisitos a cabalidad, 
se podrá dar traslado a los recurrentes para que en un plazo de diez días, levanten las observaciones". 
Esto significa que se nombra un apoderado, que es el que puede levantar las observaciones. 


SEÑOR ORTUÑO.- Creo que la redacción que acaba de plantear el Presidente de la Comisión avanza 
mucho en resolver y aclarar puntos y dudas que se han planteado en la sesión. Yo estoy en condiciones 
de votar. Si los demás Diputados no lo están porque algún colega tiene necesidad de leer las 


modificaciones con más detenimiento, deberíamos pasar la consideración del proyecto para la próxima 
sesión. Reitero que yo estoy en condiciones de votar la redacción propuesta porque, a mi entender, 
salda muchas de las dudas que están planteadas, que va en beneficio de los ciudadanos y del 
administrado, en el sentido de que da la oportunidad de que se aclaren los temas. Además, nos 
permitiría avanzar sin problema en la aprobación del resto del proyecto. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quisiera que esto se aprobara hoy, pero resulta difícil porque habría que 
analizarlo con mayor profundidad. Abrir estos espacios de prórroga puede parecer más lindo, porque 
acá somos todos políticos y algunos se embanderan con posiciones y argumentos que confunden 
conceptualmente y terminamos desvirtuando lo que queremos lograr con esta iniciativa. Me da la 
sensación de que se puede abrir una puerta cuando habíamos elegido una ventana para salir hacia otro 
lado. 


Tengo mis dudas. Respeto mucho el planteo del señor Presidente, de quien sé que cuando propone algo hay 
que prestarle mucha atención; pero hoy en particular no estaría en condiciones de votar a favor, tal como se 
ha planteado. 


SEÑOR LORENZO.- El señor Presidente ha propuesto una redacción. Creo que la Comisión tiene que 
darse un tiempo para estudiar el texto y no aprobar algo que podría contradecir una disposición 
anterior. Sería de orden pasar el tema para la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo a las señoras legisladoras y a los señores legisladores que dejemos 
este tema para meditar. Aclaro que tiré una idea, tratando de lograr los mayores consensos posibles. 
Entonces, continuaríamos el análisis el próximo miércoles, a partir del artículo 3". 


SEÑOR ORTUÑO.- De acuerdo con lo que acordamos al principio, cuando pospusimos el tratamiento 
del proyecto relativo al día del trabajador de la industria frigorífica, quisiera que evaluáramos la 
posibilidad de aprobarlo hoy, con las aclaraciones que nos habíamos comprometido a aportar. 


En primer lugar, este es un proyecto que fue tratado e impulsado en la Legislatura anterior y actualmente fue 
considerado por la Comisión de Legislación del Trabajo, en la que resultó apoyado por unanimidad, es decir, 
por un Representante del Partido Nacional, uno del Partido Colorado y varios del Encuentro Progresista. Por 
razones de procedimiento, en la sesión de ayer se remitió el proyecto para que esta Comisión pudiera tratarlo 
e informarlo. 


En segundo término, los compañeros que trabajaron en el texto nos dijeron que las dudas respecto a la 
remuneración del día feriado que planteaba algún Diputado del Partido Nacional, podrían saldarse de la 
siguiente manera. 


El artículo único del proyecto dice: "Establécese el 28 de mayo de cada año como 'Día del Trabajador de la 
Industria Frigorífica', el que se declara feriado no laborable para los mismos". Cuando analizábamos los 
antecedentes del tema, nos explicaban que podría haber un acuerdo entre los interesados -trabajadores y 
empresarios? en torno al pago, si se estableciera algún agregado que concretara cuál sería la percepción de 
ingresos ese día. Se nos decía que en el ramo el trabajador percibe sus ingresos de acuerdo con un salario 
básico y, al mismo tiempo, recibe otras compensaciones por productividad, cuando se encuentran en zafra, 
etcétera, que no sería del caso que cobraran ese día que no van a trabajar por ser feriado. 


En la redacción que se le dio a este proyecto en la Legislatura anterior, al final del texto se decía "sin derecho 
a la remuneración habitual" para excluir la posibilidad del cobro de los incentivos y demás; esto podría 
saldarse ahora si el artículo finalizara diciendo: "con percepción del salario básico". 


La Comisión de Legislación del Trabajo nos solicitó que tratáramos este tema a fin de que se pudiera 
trasladar rápidamente al plenario, en la medida que el próximo 28 de mayo ya se ha previsto la realización de 
una jornada de reconocimiento al trabajador de la industria frigorífica en la que, inclusive, se va a descubrir 
una placa. Entonces, sería deseable ?lo expresamos como aspiración? que antes de esa fecha la Cámara ya 
hubiese aprobado el proyecto, permitiendo que el Senado habilite su sanción. 


SEÑOR LORENZO.- En lo personal ?creo que los compañeros del Partido comparten esta posición?, 
no me siento en condiciones de votar hoy este proyecto, que refiere a algo específico, de una industria 
particular, porque me gustaría profundizar y habilitar la discusión por si hay algún punto que pueda 
resultar polémico. Además, habría que estudiar la exposición de motivos. Por otra parte, debemos 
conversar sobre la conveniencia o no de establecer feriados no laborables para distintas actividades o 
sectores del país; habría que ver hasta qué punto hay consenso en el ámbito de la propia industria, más 
allá de lo que haya invocado el señor Diputado Ortuño. 


Hay cosas que llevan su tiempo. Si hay necesidad de aprobar esta iniciativa antes del 28 de mayo, se puede 
establecer un mecanismo rápido. Así como el Senado nos ha enviado proyectos para que aprobemos 
rápidamente ?claro que no por disposición del propio Senado sino por voluntad política? en este caso, ante un 
tema que no es tan polémico, podemos plantearle que lo considere rápidamente, si es que en la próxima 
sesión logramos abordarlo. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si hay acuerdo entre los miembros de la Comisión, este punto 
pasaría a figurar en el primer lugar del orden del día de la sesión del próximo miércoles. 


(Apoyados) 
SEÑOR LORENZO.- Quisiera proponer que para el tratamiento del asunto relativo al voto epistolar, 


la Comisión convocara a los doctores Horacio Cassinelli Muñoz y Martín Risso. Como yo hice un 
planteo relativo a la comparecencia del doctor Pérez Pérez, me gustaría tener otras opiniones. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por otra parte, el Partido Colorado ha solicitado la comparecencia del doctor 
Semino, y el señor Diputado Salsamendi, la invitación del doctor Gros Espiell. 


(Apoyados) 


——- La Mesa propone que los mencionados catedráticos sean invitados para el miércoles en horas de la 
tarde. 


(Apoyados) 


——— Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


